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Birriel Cardona, Jueza Ponente 

 

S E NT EN C I A  

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos Caguas Expressway Motor, Inc. 

(Caguas Expressway) y solicita la revisión de la Resolución 

emitida el 2 de septiembre de 2015 por el Departamento de 

Asuntos del Consumidor (DACo). Mediante dicho dictamen, 

el DACo decretó la nulidad el contrato de compraventa 

entre Exotic Cars Motors, Inc. (Exotic Cars) y la señora 

Mateo (Sra. Mateo), al igual que, entre Reliable Financial 

Services (Reliable) y la señora Mateo. En su consecuencia, 

se ordenó a Exotic Cars a pagar a la señora Mateo el 

pronto, los pagos de traspaso, y sellos por la suma de 

$120.00. En adición, la agencia condenó a Exotic Cars, 

Caguas Expressway y Reliable solidariamente al pago de las 
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mensualidades o  plazos mensuales realizados con relación 

al contrato en controversia. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

modificamos la resolución recurrida y, así modificada, 

confirmamos la misma. 

-I- 

Surge del expediente ante nuestra consideración que 

los hechos e incidentes esenciales para disponer del recurso 

son los siguientes.  

El 27 de febrero de 2014 Dolores C. Mateo (la señora 

Mateo) presentó una querella contra Exotic Cars; Ford 

Motor Co (Ford); Caguas Expressway; y Reliable ante el 

DACo. En su querella, solicitó la resolución del contrato de 

compraventa al por menor de un vehículo de motor 

otorgado entre la señora Mateo y Exotic Cars y el 

reembolso de su dinero ya que el auto comprado no se 

encontraba en condiciones para ser utilizado por las vías del 

país. Dicha compraventa fue financiada por Reliable. 

Posteriormente, el 17 de mayo de 2014, un técnico 

automotriz del DACo realizó una inspección y prueba de 

carretera del auto la cual reveló que la transmisión de la 

unidad aún patinaba. El técnico determinó que la razón tras 

el patinaje de la transmisión era producido por un 

desperfecto en los “clutchs”. 

Tras varios trámites procesales, el 20 de mayo y      

24 de agosto de 2015 se celebró la correspondiente vista 

administrativa. Evaluada la prueba testifical y documental 
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vertida en la misma, la agencia emitió una resolución 

decretando la nulidad el contrato de compraventa entre 

Exotic Cars y la señora Mateo, al igual que, entre Reliable y 

la señora Mateo. En su consecuencia, se ordenó a Exotic 

Cars a pagar a la señora Mateo el pronto, los pagos de 

traspaso, y sellos por la suma de $120.00. La agencia 

condenó a Exotic Cars, Caguas Expressway y Reliable 

solidariamente al pago de las mensualidades o plazos 

mensuales realizados con relación al contrato en 

controversia. En su parte pertinente, la agencia concluyó: 

En este caso se cumplen todos los requisitos 

igualmente de la acción redhibitoria y la acción 

de nulidad por ser encontra (sic) de la Ley         
de Garantías de Vehículos de Motor. El 

Departamento en su expertise tiene la facultad 

de administrar aquellas leyes que a bien el 
legislador le dio jurisdicción a la agencia para 

administrar. Entre ellas está la Ley de Garantías 

de Vehículos de Motor del Departamento. La 
unidad en controversia no es una idónea para los 

propósitos de transitar por las vías del país y no 
guarda la seguridad que debe tener y proteger el 

fabricante al poner en circulación un vehículo de 

motor que presenta ruidos excesivos, patinaje, 
no puede sube cuestas en las carreteras de este 

país. 

 
En cuanto a las normas de oportunidad 

razonable la parte querellada ha intentado 

reparar, no obstante, no ha podido repararlo con 
tres Ordenes de trabajo o jobs orders y el 

defecto subsistiendo a pesar del tiempo 

transcurrido. Así se desprende del Informe de 
Inspección y que al momento de la vista 

administrativa la unidad esta en garantía y 

continua con el mismo defecto. 
 

Por tanto, se decreta la nulidad del contrato 

compraventa de la unidad Ford Fiesta por ir 
encontra (sic) de la Ley de Garantias de Vehículo 

de Motor. Por tanto, no es válido e inexistente el 

negocio jurídico entre el comprador y el banco 
Reliable Financial Services por falta de objeto. 
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 Inconforme, Caguas Expressway presentó un recurso 

de revisión administrativa aduciendo la comisión del 

siguiente error por el DACo: 

Cometió manifiesto error de derecho el DACO 

al imponerle a Caguas la responsabilidad de 
tener que devolverle al recurrido todas las 

mensualidades que éste pagó al Banco por el 
financiamiento del vehículo, cuando Caguas, 

ni vendió el vehículo ni lo financió y lo único 

que hizo fue prestar un servicio, en garantía, 
que ni tuvo que pagarlo el recurrido sino    

que fue cubierto por la garantía del 
manufacturero, Ford Motor Company. 

 

 Por su parte, Ford presentó su alegato el 30 de 

septiembre de 2015. En el mismo, indicó que no se oponía 

al recurso radicado por Caguas Expressway y aclaraba que 

era el fabricante y no el distribuidor de los vehículos Ford 

en Puerto Rico. 

Evaluada la totalidad del expediente ante nuestra 

consideración y el Derecho aplicable, nos hallamos en 

posición de resolver. 

-II- 

-A- 

La Ley Orgánica del DACo, Ley Núm. 5 de 23 de abril 

de 1973, según enmendada, 3 L.P.R.A. secs. 341 et seq., 

confiere facultad al Secretario del DACo para resolver las 

quejas y querellas presentadas por los consumidores de 

bienes y servicios adquiridos o recibidos del sector privado 

de la economía, y para conceder los remedios que sean 

procedentes conforme al derecho aplicable. Artículo 10-A de 

la Ley Núm. 5, supra, 3 L.P.R.A. sec. 341i-1. 
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A través de la Ley Núm. 7 de 24 de septiembre de 

1979, según enmendada, conocida como “Ley de Garantías 

de Vehículos de Motor”, 10 L.P.R.A. sec. 2051 et seq., la 

Asamblea Legislativa estableció una serie de normas 

dirigidas a proteger al consumidor en la adquisición de 

vehículos de motor. El estatuto tiene el propósito de      

velar porque los intereses de los consumidores sean 

salvaguardados frente a los intereses del manufacturero y 

el distribuidor o vendedor. 10 L.P.R.A. sec. 2053. 

Para implantar la legislación antes citada el DACo 

aprobó el Reglamento de Garantías de Vehículos de Motor, 

Reglamento Núm. 7159 de 6 de junio de 2006 (Reglamento 

7159), cuya finalidad consiste en: (1) proteger 

adecuadamente a los consumidores y sus inversiones 

en la adquisición de un vehículo de motor; (2) procurar 

que el vehículo de motor que adquiera todo consumidor 

en Puerto Rico sirva para los propósitos que fue 

adquirido y que reúna las condiciones mínimas 

necesarias para garantizar la protección de su vida y 

propiedad; y (3) prevenir las prácticas ilícitas en la 

venta de vehículos de motor en Puerto Rico. (Énfasis 

nuestro). Regla 2 del Reglamento 7159; Polanco v. Cacique 

Motors, 165 D.P.R. 156, 163-164 (2005). Esto sin importar 

que el vehículo comprado por el consumidor sea uno nuevo 

o usado. 

 Es pertinente destacar que la Regla 5 del Reglamento 

7159 define “defectos” como: “[f]altas que exceden las 

imperfecciones que cabe normalmente esperar en un 
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vehículo de motor. No es requisito que dicho defectos 

imposibiliten el uso del vehículo de motor, siempre que 

mermen notablemente su valor, uso y/o seguridad”. Por su 

parte, la Regla 24 revela la información que deberá 

ofrecerse a todo comprador de un vehículo de motor nuevo 

e indica que “[t]odo vendedor de un vehículo de motor 

nuevo notificará al comprador por escrito, si previo a la 

venta de dicho vehículo, éste ha sido objeto de alguna 

reparación cosmética, reparación mecánica estructural, 

cualquier otra reparación que pueda afectar la carrocería o 

mecánica del vehículo de motor nuevo, e inundaciones”. 

Regla 24.1 del Reglamento 7159. 

Por otro lado, la Regla 37 establece que nada de lo 

dispuesto en el reglamento limitará en forma alguna el 

derecho del consumidor-comprador a ejercer cualquier 

acción que le reconozcan las leyes generales o especiales 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, así como las 

acciones de saneamiento por evicción, saneamiento por 

vicios ocultos y la acción redhibitoria que reconoce el 

Código Civil de Puerto Rico.1 En Rodríguez v. Guacoso Auto, 

166 D.P.R. 433, 439 (2005), el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico, al interpretar el Art. 34 del anterior Reglamento 4797 

sobre garantías de vehículos de motor, equivalente a la 

actual Regla 37, señaló que: “D.A.C.O., en su deber de 

velar por la protección de los consumidores, debe evaluar 

las acciones de saneamiento presentadas ante sí, ya sea 

                                                 
1 Artículos 1373, 1374 y 1375 del Código Civil, 31 L.P.R.A. secs. 3841, 3842 y 

3843. 
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por evicción o vicios ocultos, conforme al Código Civil y su 

jurisprudencia, a las leyes especiales y a sus propios 

reglamentos”. 

-B- 

En el contrato de compraventa, el vendedor se obliga 

a la entrega y saneamiento de la cosa objeto de la venta. 

Art. 1350 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3801. En cuanto 

al deber de saneamiento, el vendedor responderá al 

comprador “de la posesión legal y pacífica de la cosa 

vendida” y de “los vicios o defectos ocultos que tuviere”. 

Art. 1363 del Código Civil, 31 L.P.R.A. 3831. 

Por otro lado, el Art. 1373 del Código Civil dispone lo 

siguiente sobre el saneamiento por defectos ocultos: 

El vendedor está obligado al saneamiento por los 

defectos ocultos que tuviere la cosa vendida, si 

la hacen impropia para el uso a que se la destina 
o si disminuyen de tal modo este uso que, de 

haberlos conocido el comprador, no la habría 
adquirido o habría dado menos precio por ella; 

pero no será responsable de los defectos 

manifiestos o que estuvieren a la vista, ni 
tampoco de los que no lo estén, si el comprador 

es un perito que, por razón de su oficio              

o profesión, debía fácilmente conocerlos.            
31 L.P.R.A. 3841 

 

En Polanco v. Cacique Motors, 165 D.P.R 156, 166 

(2005), nuestro más Alto Foro reiteró la doctrina de que 

para que proceda una acción de saneamiento por vicios 

ocultos deben coincidir los siguientes requisitos: (1) que la 

cosa adolezca de un vicio oculto; (2) que no sea conocido 

por el adquirente al momento de la compraventa; (3) que 

el vicio sea de tal gravedad que haga la cosa impropia para 

el uso a la que se destina o disminuya notablemente su 
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valor de manera que el comprador no habría adquirido la 

cosa de haberlo conocido; (4) que el defecto sea 

preexistente a la venta; y, (5) que la acción se ejercite 

dentro del plazo legal de seis meses contados desde la 

entrega de la cosa vendida. Artículos 1373 y 1379 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. secs. 3841 y 3847. 

Sostuvo, además, el Tribunal Supremo que en casos 

de saneamiento por vicios ocultos, el Código Civil dispone 

que el comprador puede optar por la acción redhibitoria o la 

acción quanti minoris. La acción redhibitoria consiste en 

desistir del contrato abonándose los gastos pagados, la 

cual coloca a las partes en la misma condición en que se 

hallaban antes de la compraventa. La acción quanti 

minoris consiste en reducir el precio a una cantidad 

proporcional, a juicio de peritos. Artículo 1375 del Código 

Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3843. Esta acción conlleva la 

restitución del precio percibido en proporción a la pérdida 

de valor en la cosa a consecuencia del defecto. Polanco v. 

Cacique Motors, supra, pág. 167. 

El Tribunal Supremo ha interpretado que en la acción 

redhibitoria no se requiere que el defecto imposibilite el uso 

de la cosa, sino que basta con que merme notablemente su 

valor. Polanco v. Cacique Motors, supra; DACo v. Marcelino 

Mercury, 105 D.P.R. 80, 84 (1976). La norma de 

adjudicación judicial adoptada sobre este particular es que 

la magnitud del defecto es una cuestión de hecho, que el 

foro de instancia está en mejor posición para apreciar que 
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los foros apelativos; y que sólo se justifica la intervención 

con la determinación del juzgador ante ausencia de prueba 

o error manifiesto en su apreciación. Polanco v. Cacique 

Motors, supra, pág. 167. 

En particular, en lo referente a reclamaciones por 

vicios ocultos cuando un vehículo de motor es el objeto de 

la compraventa, el Tribunal Supremo ha resuelto que no 

siendo el comprador de un vehículo de motor, como regla 

general, un perito en mecánica automotriz, presentada su 

reclamación, “el comprador no perito sólo está obligado a 

demostrar que al momento de la compraventa el automóvil 

funcionaba normalmente, y que el vendedor no quiso o no 

pudo corregir el defecto a pesar de haber tenido la 

oportunidad de hacerlo”. Polanco v. Cacique Motors, supra, 

pág. 168. En Bosques Soto v. Echevarría, 162 D.P.R. 830, 

837 (2004), el Tribunal Supremo dictaminó que un 

vendedor que oculte al comprador que el vehículo que está 

comprando ha sido impactado y reparado previo a la venta, 

incumple con una condición esencial para que la venta sea 

válida, en cuyo caso se justifica decretar la nulidad del 

contrato de compraventa y ordenar la restitución de las 

prestaciones. 

-C- 

Sabido es que en nuestro ordenamiento se le concede 

gran deferencia a las determinaciones administrativas, ello 

en vista al gran conocimiento especializado y experiencia 

que las agencias ostentan. Pagán Santiago, et al. v. ASR, 
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185 D.P.R. 341, 358 (2012). La decisión de una agencia 

administrativa gozará de una presunción de legalidad y 

corrección que será respetada, siempre que la parte que la 

impugna no produzca evidencia suficiente para rebatirla. 

Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 185 D.P.R. 206, 215 

(2012). El criterio rector para la revisión de este tipo de 

determinación es el de razonabilidad, esto es, si la 

actuación de la agencia fue ilegal, arbitraria, o tan 

irrazonable que constituye un abuso de discreción. Íd., pág. 

216 La revisión usualmente comprende las siguientes 

áreas: (1) si se concedió el remedio apropiado; (2) si las 

determinaciones de hechos son conformes al principio de 

evidencia sustancial; y (3) si las conclusiones de derecho 

son correctas. Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty, et al. II,     

179 D.P.R. 923, 940 (2009).   

Será amparados en esa deferencia y razonabilidad que 

nos corresponde analizar las determinaciones de hechos de 

los organismos administrativos. González Segarra et al. v. 

CFSE, 188 D.P.R. 252, 276 (2013). Cual lo dispone la 

Sección 4.5 de la Ley Núm. 170 de 12 de octubre de 1988, 

según enmendada, conocida como Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (LPAU), ante una revisión judicial, 

el tribunal sostendrá las determinaciones de hechos de una 

agencia si están basadas en evidencia sustancial que obre 

en el expediente administrativo. 3 L.P.R.A. sec. 2175. 

Evidencia sustancial es aquella evidencia relevante que 

“una mente razonable podría aceptar como adecuada para 
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sostener una conclusión”. Acarón, et al. v. D.R.N.A., 186 

DPR 564, 584 (2012). La aplicación de este criterio busca 

“evitar sustituir el criterio del organismo administrativo 

especializado por el del foro judicial revisor". Íd.; 

Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 D.P.R. 592, 615 

(2006); P.C.M.E. v. J.C.A., 166 D.P.R. 599, 615 (2005).   

La parte recurrente tendrá la carga de demostrar que 

en el expediente administrativo existe otra prueba que 

reduce o menoscaba el valor probatorio de la evidencia que 

impugna, al punto tal que se pueda concluir que, ante la 

totalidad de la prueba que tuvo ante su consideración, la 

determinación de la agencia no fue razonable. Otero v. 

Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005). Si dicha parte falla en 

demostrar que la determinación de la agencia no estuvo 

basada en evidencia sustancial o que existe otra prueba que 

reduce el valor de la prueba impugnada el tribunal debe 

respetar las determinaciones de hechos. Íd.  En cambio, las 

conclusiones de derecho podrán revisarse en toda su 

extensión. 3 L.P.R.A. § 2175. Aun así, debe dársele gran 

peso y deferencia a las interpretaciones que hacen las 

agencias de las leyes específicas que se les ha 

encomendado poner en vigor, por lo que sus conclusiones e 

interpretaciones no pueden descartarse libremente. 

Hernández Álvarez v. Centro Unido, supra; Véase, González 

Segarra et al. v. CFSE, supra, págs. 277-278.  
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-III- 

 En su escrito, Caguas Expressway alega que el DACo 

cometió un error al imponerle la responsabilidad solidaria 

de devolverle a la señora Mateo las mensualidades pagadas 

al Banco cuando estos únicamente le prestaron servicios de 

garantía al vehículo de motor en controversia y no fueron 

parte del negocio de compraventa efectuado entre la señora 

Mateo y Exotic Cars. Le asiste la razón. Veamos. 

 La controversia principal del caso de autos versa sobre 

un vehículo de motor comprado por la señora Mateo a 

Exotic Cars. Reliable fue la entidad que financió la compra 

del auto. Poco tiempo después de adquirir el vehículo, este 

comenzó a dar problemas, a saber, un ruido en la 

transmisión. Es por esta razón que el 17 de enero de 2014 

es llevado a Caguas Expressway para ser reparado bajo la 

garantía que otorga su fabricante Ford. En vista de ello, 

tras evaluar el vehículo, se ordenó la pieza necesaria para 

su reparación.  Cabe señalar que el vehículo también tenía 

un desperfecto en el cinturón de seguridad el cual fue 

reparado. 

 Posteriormente, el 21 de febrero de 2014 el vehículo 

fue traído nuevamente a Caguas Expressway para la 

instalación de la pieza que se había ordenado. El 25 de 

marzo de 2014 fue traído nuevamente a Caguas 

Expressway ya que continuaba haciendo ruido en el área de 

la transmisión. Después de evaluar el vehículo, concluyeron 

que la razón del ruido eran los “clutchs” de la transmisión y 
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fueron reparados. En vista de los múltiples problemas que 

tuvo la señora Mateo con su auto, esta presentó la querella 

de referencia ante el DACo contra el vendedor Exotic Cars, 

la aseguradora Reliable, el fabricante Ford y Caguas 

Expressway. 

 En este caso se efectuó una compraventa entre la 

señora Mateo y Exotic Cars, la cual fue financiada por 

Reliable. Se desprende del expediente que Caguas 

Expressway no fue parte de este negocio jurídico ni recibió 

dinero por la transacción. El único rol de Caguas 

Expressway en esta secuencia de eventos se limitó a la 

prestación de servicios bajo la garantía del vehículo de 

motor en controversia. Debido a que el trabajo fue 

realizado bajo la garantía del fabricante, la señora Mateo no 

tuvo que desembolsar dinero alguno para la reparación de 

su vehículo. 

 Coincidimos con Caguas Expressway en que son las 

partes envueltas en el contrato de compraventa –y no 

Caguas Expressway- las que tienen el deber de devolverse 

las prestaciones intercambiadas. Por lo que, somos del 

criterio que la determinación del DACo en lo referente a 

Caguas Expressway no está basada en evidencia sustancial 

que obra del expediente administrativo. No surge del 

expediente que Caguas Expressway haya sido una parte en 

el contrato de compraventa, o que se haya beneficado 

económicamente de la transacción; por lo que, no puede 

devolver dinero que nunca recibió. Es claro que el DACo no 
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tomó en consideración estos factores esenciales previos a 

su determinación de erróneamente encontrar a Caguas 

Expressway solidariamente responsable en la devolución del 

dinero a la señora Mateo. En vista de lo anterior, 

modificamos la resolución emitida por la agencia para 

liberar de responsabilidad a Caguas Expressway, y así 

modificada, se confirma. 

-IV- 

 Por los fundamentos antes expresados, se modifica la 

sentencia recurrida a los efectos de liberar de 

responsabilidad a Caguas Expressway y, así modificada se 

confirma. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


